
En la Ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los 9 días de Abril de 2013, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Hugo O. H. Llobera y Carlos Enrique Ribera, para dictar sentencia en el juicio: "RAGONESE CARLOS ANTONIO C/ CARBE SA Y OTRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS (SUMARIO)" y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168  de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263  del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Ribera y Llobera, resolviéndose plantear y votar la siguiente:  

CUESTIÓN 

¿Es justa la sentencia apelada? 

VOTACIÓN 

A la cuestión planteada el Dr. Ribera dijo: 

1. La sentencia de fs. 358/62 rechaza la demanda por daños y perjuicios, impone las costas al actor y regula los honorarios. 

2. El referido decisorio es apelado por el actor vencido a fs. 364, expresa agravios a fs. 391/5, siendo contestados por la aseguradora a fs. 404/5 y por el representante de la empresa demandada (fs. 406/8). 

Apelan sus honorarios la perita psicóloga (fs. 363) y la apoderada de la citada en garantía (fs. 374/5). 

3.Agravios del actor y contestaciones 

Carlos Antonio Ragonese se agravia por el rechazo de la acción porque: 

en la sentencia se dice que no se probó la relación de causalidad entre el daño y la deficiencia de la construcción, 

dice que es claro que la demandada incurrió en responsabilidad objetiva, 

el juez afirma que no se pudo desentrañar la causa del accidente 

se niega la responsabilidad de la demandada cuando el testigo Mendieta Airala observó el momento de la caída que sufrió con motivo de la obra de la demandada, 

la empresa constructora es responsable por su violación de las normas de seguridad municipales, provinciales y nacionales, 

de la causa penal surgen las explicaciones de la forma en que se produjeron los hechos motivo de autos, 

no se ha tenido en cuenta la prueba producida ni la opinión de la doctrina aplicable al caso. Cita jurisprudencia que hace a su derecho. 

Al contestar el representante de Allianz Argentina Compañía de Seguros S.A., manifiesta que al contestar la demanda dijo que Ragonese no explicó cómo sucedió el hecho por el que demanda, limitándose a afirmar que sufrió "un serio accidente". En cuanto a la causa penal menciona que el actor dijo que cayó como consecuencia del tropiezo con una madera que se encontraba como si fuera un encofrado. Afirma que se modifica la denuncia penal "El tropiezo devino caída" y que no adoptó las precauciones del caso al pasar por el lugar. Reitera que no dijo cuál fue la cosa que le ocasionó el accidente "se trate de un tropiezo o de una caída" (fs. 404 vta.). 

Por su parte el apoderado de Carbe S.A. contesta que la sentencia es inconmovible con la relación de los hechos articulados por las partes. Menciona que en la sentencia se remarca la importancia de la causalidad y que subraya que no existe explicación clara de la relación entre el daño y la supuesta deficiencia del lugar del supuesto hecho.Refiere que su parte negó la producción del accidente y que la obra en la vía pública fuera suya, lo cual, dice, no fue acreditado en autos. Por todo ello pide que se confirme la sentencia atacada. 

4. Los hechos 

En autos se ventilan las consecuencias de un accidente ocurrido, según relata Carlos Antonio Ragonese, el 2 de septiembre de 2006, aproximadamente a las 17:39 hs. cuando caminaba por la Av. del Libertador General San Martín a la altura del cruce con la calle Arenales, en el partido de Vicente López, donde se realizaban trabajos de arreglo en la calzada a cargo de la demandada Carbe S.A. por cuenta y orden del Municipio de Vicente López. Agrega que "sufrió un serio accidente que le implicó consecuencias varias tales como fracturas y traumatismos...", etc. Refiere que la obra no contaba con ningún tipo de cercado ni señalización que advirtiera el peligro que representaba a quienes circulaban por el lugar. Describe el encofrado que se estaba realizando con motivo de la obra, el cual dice provocaba "diversas acumulaciones de materiales, cascotes, etc. rematado todo ello con pozos de diversa profundidad" (fs. 32 vta.). 

Al contestar la demandada Carbe S.A., negó la existencia del hecho y dice que en el año 2006 no ejecutó obras en dicha esquina. Hizo referencia a las fotos acompañadas por el actor y concluyó que el hecho que diera origen a estas actuaciones no es responsabilidad de su mandante "en todo caso será responsable aquel que ejecutó la obra" (fs. 74/81). 

La citada en garantía Allianz Argentina S.A., reconoce haber celebrado un contrato de seguro con la demandada por la obra de repavimentación pero en otro lugar, en Av. Libertador entre Paraná y Zufriategui del partido de Vicente López. Negó la existencia del hecho y dijo que no se había individualizado la cosa con la que se habría producido la caída (fs. 125/8). 

5.Responsabilidad 

5.1 Legitimación de la demandada 

En primer lugar creo necesario referirme a la legitimación pasiva de la demandada Carbe S.A., quien al contestar demanda negó haber realizado obras en el lugar donde el actor afirma que ocurrió el accidente. 

Al absolver posiciones el representante de la firma, mantuvo su negativa pues negó que realizara trabajos en la intersección mencionada (fs. 242, 1° posición). 

Tal postura ha sido mantenida al contestar los agravios donde reiteró su desconocimiento respecto a "que la obra que denuncia el actor, fuera de mi mandante." y agregó "vale decir que no se acreditó dicha circunstancia en autos" (fs. 407 vta.). 

Llama la atención la contumacia de la accionada en negar que la obra estaba a su cargo, cuando la Municipalidad de Vicente López informó que "la empresa que ejecutó trabajos en la fecha indicada en Av. del Libertador esq. Arenales, es Carbe S.A. con domicilio en Drago 1751, de la localidad de Burzaco" (fs. 268), lo cual no fue observado por las partes (art. 375  del C.P.C.) y además la pericia contable informó en el mismo sentido (fs. 307). 

Por ello, corresponde analizar seguidamente la responsabilidad que el actor le atribuye a la empresa concesionaria de la obra. 

5.2. Fundamento de la sentencia 

La demanda fue rechazada con fundamento en que el actor no explicó con claridad la mecánica del accidente, motivo por el cual en la sentencia se afirmó que no era posible saber la causa del accidente y por tanto analizar la responsabilidad de la demandada. Además se argumentó que la prueba ofrecida tampoco ilustraba al respecto, con referencia en particular a la declaración del único testigo presencial (Mendietta Airala de fs.244/5). También se dijo que en materia de responsabilidad es necesario acreditar la causalidad entre el daño y la conducta de la demandada, por lo cual, al no encontrarse probado tal extremo, la acción fue desestimada.  

5.3 Prueba 

En la causa penal que se instruyó con motivo del accidente, Ragonese denunció que el 2 de septiembre de 2006, aproximadamente a las 17,30 hs. caminaba por la "Av. Libertador en dirección hacia Olivos, sobre la vereda del lado par, y que al llegar a la intersección de la calle Arenales, tropezó con una madera que se encontraba como si fuera un encofrado, de un cordón, virtud que toda esa zona se encontraba en refacciones, donde la misma se encontraba inhabilitada para circular los peatones, producto del tropiezo, el denunciante se cae al piso, produciéndole fractura del brazo y muñeca derecha y golpes en el hombro izquierdo". En la síntesis del hecho la policía dice que "el denunciante se encontraba caminando es así que al llegar a la esquina de ambas arterias que más arriba se menciona [Libertador y Arenales], se tropezó con una madera que se encontraba, justo en la esquina en un cordón de la vereda, motivo que en ese sector se encuentra en refacciones y habilitado para transitar los peatones. Que producto del tropiezo el denunciante se cae al piso, produciéndose una fractura en el brazo derecho y golpes en su hombro izquierdo". El médico de la policía constató la existencia de las lesiones descriptas. La denuncia fue desestimada (fs. 1, 5 vta. y 8, causa 12.848, U.F. n° 3). 

En la absolución de posiciones del actor, la demandada reconoce que en la Av. Libertador se realizaban obras, aunque afirmó que estaban a cargo de la Municipalidad de Vicente López. Por otra parte, la demandada acepta al redactar el pliego, que en la esquina de Libertador y Arenales se encontraba instalado un cerco señalizando que indicaba por donde se debía cruzar (fs.239, 1°, 2° y 4° posición). 

Es decir que pese a su negativa, la empresa constructora al formular las posiciones reconoció que en el lugar que refiere el actor había una obra en la vía pública. Concordante con ello cabe recordar que la Municipalidad de Vicente López informó que la obra estaba a cargo de la demandada (fs. 268, cc. pericia contable). 

En cuanto a lo declarado por el único testigo presencial Mendietta Airala, quien conoce al actor de vista del barrio desde hace 10 años, al ser preguntado si Ragonese había sufrido algún accidente contestó afirmativamente y agregó que el 2 de septiembre de 2006 "fue por la tarde como a las 4 o 5 de la tarde en septiembre del 2006, dice que se cayó en arenales y libertador, dice que el testigo lo vio cuando estaba en el suelo, el testigo estaba afuera por salir y miró y vi que se había caído, se acercó y vio que estaba dolorido en un brazo derecho, se retiró del lugar...". Al describir el lugar del accidente dijo que "estaba bastante desprolijo, había escombros, maderas tiradas y unos carteles de carbe, y que había pozos". Aclaró que trabaja como encargado de edificio y al ocurrir el accidente estaba a unos 30 metros, sobre la Av. Libertador en la puerta del edificio en el cual trabaja. 

La demandada y la aseguradora ejercieron su derecho a repreguntar (v. fs. 244/5). 

Es decir, que el testigo dijo que vio al actor caído, donde la demandada realizaba la obra y además se refirió a la inseguridad que presentaba el suelo.  

Respecto a la declaración de un testigo único presencial, debe recordarse que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires tiene decidido en reiterados pronunciamientos, que ello no es obstáculo para fundar al juez su pronunciamiento (SCBA, SCBA, Ac. 70266 S 22-12-1999, autos: "Oliva, Oscar Idelfonso c/ La Primera de Grand Bourg S.A. de Transportes, Comercial e Industrial y otro s/ ds.ps."; Ac 78288 S 19-2-2002 "Vallejo, Roberto Anselmo y otra c/ Escuela Centro de Formación Profesional N° 53, Escuela Malvinas Argentinas y/o APAND s/ ds. y ps."). 

También se ha decidido que en el proceso civil no rige el principio "testis unus testis nullus" y corresponde al juez apreciar las circunstancias que corroboren o disminuyan la fuerza de la declaración (art. 456  CPC). En este caso el testigo trabaja muy cerca del lugar donde cayó el actor, lo cual asegura la adecuada posesión del dato que comunica por su participación directa en el hecho (CA2CCLa Plata, sala II, B 66533 RSD-147-89, S 15-12-1989, "Federación Patronal Coop. de Seg. Ltda. c/ Medina, Atilio s/ Daños y perjuicios"; ídem, 204791 RSD-149-89 S 14-9-1989, autos "Serna de Romero, Maritza y otros c/ Di Dio, Vicente y otros s/ Indemnización por daños y perjuicios", fuente juba). 

En cuanto al testigo Pezini, si bien no presenció el accidente, refirió que también es encargado de un edificio, Av. Libertador 1958 de Olivos, que conoce al actor y que en Av. del Libertador y Arenales, lugar que el actor le comentó que había sufrido un accidente, "estaba zanjeado, no había ninguna baranda...". Ante preguntas de la representante de la aseguradora agregó que el "lugar estaba muy mal" (fs. 246/6 vta.). 

Estas declaraciones, a mi criterio ponen de manifiesto que el actor se accidentó al caer en el lugar donde la demandada realizaba la obra en la vía pública, atento las deficiencias que presentaba el terreno. 

Cabe agregar que la demandada y la aseguradora estuvieron presentes en las audiencias, repreguntaron y no impugnaron acerca de la idoneidad de los testigos, en particular respecto a quien aseguró haber presenciado los hechos (art. 456 del C.P.C.C.). 

Además Ragonese fue atendido el 3 de septiembre del 2006 a las 00,30 hs. en el Hospital de Vicente López por fractura de muñeca derecha (fs.266). 

Por ello y teniendo en cuenta que el actor mientras caminaba cayó como consecuencia del mal estado del lugar donde la demandada realizaba una obra pública y que la acera se encontraba en deficiente estado, la responsabilidad en el accidente debe ser atribuida Carbe S.A., por ser quien estaba a cargo de los trabajos y en consecuencia debía controlar y vigilar el estado de las calzadas, mantenerlas en buenas condiciones de transitabilidad y velar por la seguridad de todos los que pudieran circular por ellas (cfr. CNCiv., sala G, agosto 14-984, ED 111 p. 542; este Tribunal, causa nº 52.020, 25.9.90, reg. int. 261 y art. 27 y cc. de la Ley Orgánica de las Municipalidades, D-L 6769; arg. arts. 512, 902 , 1113  y cc. del Código Civil). 

Respecto a la falta de precisión de la mecánica del accidente y del lugar en donde ocurrió, debo mencionar que el actor atribuyó la causa del accidente al mal estado de la acera por la cual transitaba, consecuencia de la obra que realizaba la demandada. 

Ello surge de la causa penal mencionada conforme la denuncia más arriba transcripta, de las cartas documento remitidas por el actor de fs. 4 y 5, del escrito de demanda en el cual refiere que la obra no contaba con ningún tipo de cercado ni señalización que advirtiera el peligro que representaba a quienes circulaban por el lugar. En dicho escrito se describió el encofrado que se estaba realizando con motivo de la obra, y que había diversas acumulaciones de materiales y pozos (fs. 32 vta.), lo cual es coincidente con la redacción del pliego de posiciones (fs. 241) y con las preguntas formuladas a los testigos. Por todo ello se puede inferir que Ragonese atribuye la culpa a la demandada por la caída que sufrió como consecuencia de las irregularidades del piso donde Carbe realizaba la obra pública. Por lo expuesto, propongo que se revoque la sentencia y se haga lugar a la demanda promovida por Carlos Antonio Ragonese contra Carbe S.A. (arts. 1113, 1068, 2340 inc. 7° y 2344 del Código Civil). 

6. Citada en garantía 

En cuanto a la citada en garantía Allianz Argentina S.A., como mencioné el contrato celebrado con la demandada es por una obra distinta a la que diera lugar al presente reclamo (v. póliza de fs. 102). 

La póliza fue reconocida expresamente por la actora (fs. 146). 

Por lo tanto, propongo que no se extienda la condena a la referida citada por no haberse acreditado que existiera un contrato de seguro celebrado con la demandada respecto a la obra donde ocurrió el accidente (arts. 1 , 11 , 118  y cc. de la Ley 17.418) 

7. Rubros indemnizatorios 

a) Daño emergente 

Bajo este título el actor refiere que como consecuencia de los hechos que relata sufrió fractura de brazo y muñeca derecha, traumatismos varios lo cual le ha provocado falta de movilidad. Ofrece prueba pericial médica para acreditar su incapacidad. Reclama los gastos de farmacia, kinesiología, etc., que debió afrontar (fs. 34). 

i. En primer lugar trataré el tema relativo a la incapacidad física que ha quedado demostrada. 

Este Tribunal ha dicho en reiteradas oportunidades, que se entiende por lesión toda alteración a la contextura física o corporal, como una contusión, escoriaciones, heridas, mutilación, fractura, etc., y todo detrimento del funcionamiento del organismo, sea por un empeoramiento del desempeño de la función o un desempeño más gravoso de ello, cualquier perjuicio en el aspecto físico de la salud o en el mental, aunque no medien alteraciones corporales. Y lo indemnizable a la víctima no es otra cosa que el daño ocasionado y que se traduce en una disminución de su capacidad en el sentido amplio que comprende, además de su aptitud laboral, la relacionada con la actividad social, cultural, deportiva, etc. (arts.901/904 del Código Civil, esta Sala 1ra., causas 67.077, 67.817, 68.035, entre muchas otras). 

Por otro lado, ha expresado el Supremo Tribunal de la Provincia que la incapacidad sobreviniente es la secuela o disminución física o psíquica que pudiera quedar luego de completado el período de recuperación o restablecimiento (SCBA, Ac. 42.528 del 19/6/90, en A. Y S., 1990-II-539). 

Las citas jurisprudenciales y doctrinarias referidas, fijan las pautas a seguir al momento de determinar el quantum resarcitorio para esta partida, conjugadas ellas con los distintos elementos probatorios y determinantes en autos, las que seguidamente serán analizados a la luz de las reglas de la sana crítica (art. 384  del C.P.C.C.). 

Ello así, el daño que padeció el actor Ragonese como consecuencia del accidente queda acreditado con la declaración de los testigos de fs. 244/5, 246/6 vta., y el dictamen médico de fs. 299/301. 

Refiere el médico legista que el accionante con motivo del accidente sufrió traumatismo de muñeca derecha con fractura intra articular la cual tratada con inmovilización enyesada y que a raíz de ello presenta secuelas que representan una incapacidad parcial y permanente del orden del 22 % de la T.O. y V. (fs.301). 

En el caso, entiendo que las apreciaciones del experto tienen fundamentos científicos suficientemente sólidos como para tener en cuenta a la hora de decidir, las cuales además no fueron observadas por las partes. 

La traducción numérica del grado de incapacidad de una persona establecida por el perito, tiene un valor relativo, indiciario o meramente orientador, toda vez que la indemnización debe ser establecida con arreglo al perjuicio efectivamente sufrido por la víctima (esta Sala 1°, in re "Altube, Gustavo c/Hileni, Alfredo s/Daños y Perjuicios" del 17/07/1998, 89.386, 89.388, entre otras). Así ha de examinarse la influencia o repercusión que la incapacidad física tuviere en los diversos aspectos de la vida de la víctima. 

En suma, ha quedado acreditado que el actor padece cierto grado de incapacidad física, siendo menester recordar que esta Sala se ha pronunciado reiteradamente con relación a la prueba pericial, sosteniendo que los peritos son auxiliares de la justicia cuya misión consiste en contribuir a formar la convicción del Magistrado quien, no obstante no estar ligado categóricamente a las conclusiones del peritaje, que es solo un elemento informativo sujeto a la apreciación del juez (SCBA, Ac. y Sent. 1957-IV-54; 1961-V-490), no significa que éste pueda apartarse arbitrariamente de la opinión fundada del perito idóneo (conf. causas 45.416 del 23-2-88, Sala 1°). 

La aseguradora observó la pericia a fs. 302 con relación al baremo aplicado por el perito, el cual arroja un porcentaje que en su criterio resulta elevado. 

Al respecto cabe recordar que la prueba pericial es, en principio, el medio más idóneo para aclarar cuestiones de una especialidad técnica ajena al conocimiento judicial. Esta se produce a través del perito, que es un sujeto ajeno a las partes, con conocimientos técnicos de los que carece el juez o, por lo menos, no está obligado a conocer, ya que su deber se circunscribe al conocimiento del derecho.Se trata de un auxiliar del órgano judicial, con conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada (cfr. art. 363, CCAyT; Fenochietto, Carlos Eduardo, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Comentado y anotado con los códigos provinciales", Astrea, 1999, t. 2, p. 644 y ss.). 

Aún cuando la citada en garantía ha cuestionado la pericia en el aspecto mencionado, cabe destacar que no es dable admitir cualquier clase de impugnación, sino aquellas que se funden objetivamente en la incompe tencia del experto, en errores o en el uso inadecuado de los conocimientos técnicos o científicos en los que pudiese haber incurrido. De allí que, cuando el peritaje aparece fundado en principios técnicos y científicos, y concuerda con los demás elementos de ponderación arrimados al proceso, la sana crítica aconseje -en principio- que frente a la imposibilidad de oponer argumentos de igual naturaleza y de mayor peso convictivo, se acepten sus conclusiones (cfr. CNCiv., sala C, La Ley, 1991-E, 489 del 14 de junio de 1991, Palacio, Lino, "Derecho Procesal Civil", V-514 y sus citas)" (CNCiv, Sala I, C., A. P. c. Transportes Metropolitanos Gral. Roca S.A., L.L., ejemplar del 12/11/2004, p. 7), motivo por el cual las observaciones mencionadas no son suficientes para restar valor probatorio a lo informado por el perito médico, más aún cuando el experto contestó la observación a fs. 320.  

Partiendo de las premisas y circunstancias hasta aquí referidas, teniendo en cuenta las secuelas incapacitantes que quedaran al accionante Ragonese (59 años de edad al momento del siniestro, casado con hijos mayores de edad, instalador de antenas), considero corresponde fijar la suma de 65.000 $, lo que así propongo (arts. 165 , 384 , 474  del C.P.C.C; arts. 1068, 1069, 1083, 1086 y conc. del C. Civil).  

ii.En cuanto a los gastos médicos, de farmacia, etc., que solicita el actor, este Tribunal tiene dicho que estos resultan procedentes sobre la base de una presunción jurisprudencial al respecto; no requiriendo prueba específica de su realización en tanto guarden prudente relación con la entidad de lesiones padecidas (arts. 165 inc. 5° del CPCC; esta Sala 1°, causas 61.721 reg. 212/93; 63.697, reg. 127/94, entre muchas otras). 

Va de suyo que, ausente la prueba directa, la suma a otorgarse ha de ser estimada mediante la facultad que concede el art. 165 del ordenamiento procesal (esta Sala 1°, causas 63.223, 65.725, entre muchas otras). 

A tales efectos, ha de tenerse en cuenta que aún cuando la atención sea efectuada en un hospital público "gratuitamente", e inclusive se tenga los beneficios de una obra social, como consecuencia de las lesiones siempre existen gastos por aranceles mínimos, propinas, medicamentos, etcétera, que deben ser necesariamente realizados (esta Sala 1°, causas 66.477, 68.357, 69.611, 70.077, 74.277), y por lo tanto merecen ser reparados por quien dio origen a los mismos (esta Sala 1°, in re "Castro c/Transp. Ideal San Justo s/Daños", 6/11/98, en Rev. De Derecho de Daños, La prueba del daño-II, Edit. Rubinzal-Culzoni, Bs. As. 1999, pág. 319). 

En consecuencia, meritándose la entidad y gravedad de las lesiones sufridas por el actor descriptas en el apartado i. del presente considerando, y demás aspectos referidos en los párrafos precedentes, juzgo prudente y razonable otorgar la suma de 1.000 $ por tal concepto, lo cual así dejo propuesto (ars. 165, 474, 384 y conc. del C.P.C.C.).  

b) Lucro cesante 

El actor manifiesta que como consecuencia del accidente estuvo privado de ejercer su actividad de antenista de televisión, siendo su medio de vida, por ello pide la suma de 25.000 $ (fs.31 vta.). 

El lucro cesante es el que ha sido frustrado, la utilidad, beneficio, ganancia o provecho de que se ve privado el acreedor, sea por la inejecución total o parcial de la obligación, o por retraso o mora en su ejecución, sin comprenderse en este concepto las ganancias hipotéticas (Luis María Rezzónico, "Estudio de las obligaciones en nuestro derecho civil", 9ª ed. Vol. 1, Depalma, 1966, p. 205. Esta Sala: causa n° 93.663 r.s.i. 812/03; causa nº 98.831 "Paniale Jorge Alberto c/ Grillia Angel Oscar"; Causa nº 99.735 "Herrera, Mario Antonio c/ Compañía de Transportes La Argentina S.A."; entre muchas otras). 

La víctima de un ilícito se hace acreedora a la indemnización del lucro cesante (arts. 1068, 1069 Código Civil), lo cual no la exime de su acreditación. Ésta es presupuesto del resarcimiento, porque éste procede en la medida del perjuicio; en tanto no exista perjuicio ello constituiría un enriquecimiento sin causa (Jorge J. Llambías, "Tratado de Derecho Civil Obligaciones", T° I, Ed. Perrot, 1973, p. 285). 

Ahora bien, en autos se afirmó que Ragonese con motivo del accidente se vio privado de sus ingresos equivalentes la suma de 25.000 $ como antenista de televisión, pero la pericia médica no hace referencia alguna al tiempo que estuvo imposibilitado de trabajar ni se ha probado por ningún otro medio cuáles eran sus ingresos ni la merma que sufrió como consecuencia del accidente. 

Por lo expuesto, propongo al Acuerdo que no se haga lugar al lucro cesante reclamado (art. 375  del C.P.C.C.).   

c) Daño moral 

Solicita el actor indemnización para resarcir este rubro (15.000 $). 

Se ha resuelto reiteradamente que la fijación de sumas indemnizatorias por este concepto no está sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial, para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión (conf. SCBA, Ac.51.179 del 2/11/93). 

Este capítulo tiene su fundamento en la obtención de una satisfacción compensatoria, -y por ende, imperfecta-, de dolor íntimo experimentado, en este caso, a raíz del siniestro. Esta reparación, habrá de estar ordenada a asegurar, con su resarcimiento, la obtención de gratificaciones sustitutivas de los bienes perdidos, en cuanto fuente de gozo, alegría, u otros bienes estimables en la esfera psicofísica (conf. Iribarne, H.P., "De los daños a personas", pág. 162, Ediar, Bs. As., 1993; causa Nro. 70.713 del 11-96, Sala 1ra.). 

Asimismo, en cuanto a la determinación del daño moral y su cuantía corresponde tener en cuenta que la indemnización debida con causa en el daño moral tiene carácter resarcitorio (conf. CSN, 5/8/86, ED 120-649; CNCiv, Sala D, 8/4/86, ED 119-139); que ella debe atender a los sufrimientos psíquicos y afectivos sufridos por el demandante (CApel. CC Junín, 27/3/85, E.D. 116-618); meritándose la gravedad del ilícito cometido (CNEspecial Civ. y Com., Sala I, 16/2/84); sin ser preciso que guarde relación con el daño material (CNCiv. y Com. Fed., Sala II, 18/3(86, DE 118-407), ni con otros daños que se reclamen (CNEsp. Civ. y Com., Sala I, 26/3/86, DE 118-407). 

En síntesis, siguiendo el criterio del más Alto Tribunal de la Nación, hay que tener en cuenta el carácter resarcitorio, la índole del hecho generador, la entidad del sufrimiento causado y que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste (CSN, 6/5/86, RED a-499); por lo cual, en definitiva, queda librado a un prudente arbitrio judicial (Capel.CC Mercedes, Sala II, 20/9/84, RED 20A-497). 

Al momento de otorgar la indemnización por este concepto he de meritar, la edad de la víctima y demás circunstancias personales mencionadas en el punto anterior, además de las lesiones descriptas, lo cual, sin duda alguna le ocasionó al actor molestias que han influido en el estado emocional de manera negativa. Asimismo, he de tener presente que dichas lesiones le han dejado secuelas generadoras de una incapacidad física parcial y permanente. 

Ponderadas dichas circunstancias, y lo resuelto por esta Sala a partir de las causas nº 99.312 y 17.603, y conforme criterio de la SCBA (Ac. 102.641, 81.476 y 53.743), propongo que se fije por este aspecto del reclamo la suma de 30.000 $ (arts. 384 del CPCC; 1078 del Cód. Civil). 

d) Daño psíquico 

Por último el actor solicita indemnización por las consecuencias que sufrió en el orden psíquico, ya que afirma que se encuentra en un estado de profunda tristeza y depresión (10.000 $). 

Es criterio de este Tribunal que el daño psicológico no constituye en sí mismo un capítulo independiente del daño material o moral, sino una especie del uno o del otro, toda vez que desde el ángulo del que lo sufre tanto puede traducirse en un perjuicio material (por la repercusión que pueda tener en su patrimonio), cuanto en un daño no patrimonial o moral (por los sufrimientos que sea susceptible de producir) (CNCiv. y Com. Fed., Sala III°, 14/11/89 citado por Bueres, Alberto y Vázquez Ferreyra, Roberto, "El daño a la persona en la jurisprudencia", Revista de Derecho Privado y Comunitario. Daños a las personas, t. I, p. 293). 

Esta Sala tiene dicho que lo conveniente es proceder de la siguiente manera:cuando como en el caso de autos la pericial arroje que el peritado deba efectuar un tratamiento determinado en tiempo, sesiones y valor de cada una de ellas, lo aconsejable es que la suma de dinero se dé por el rubro daño psicológico y equivalga al monto del tratamiento o terapia. Es decir, deberá enjugar dicha partida con la suma correspondiente al costo de la misma, sin perjuicio de su meritación en oportunidad de estimar el daño moral, y de así corresponder, al fijar la indemnización por incapacidad sobreviniente -como sucediera en el caso de autos-. 

Sin perjuicio de ello, más allá del rubro por el cual se conceda la reparación, lo importante es que no se lo indemnice doblemente (S.C.B.A., D.J.B.A. 136-4499), sin olvidar que el resarcimiento debe ser integral. 

Estas consideraciones han sustentado lo resuelto por esta Sala en muy numerosas causas (nº 100.883, 101.709, 102.722, 101.100, 102.592, entre otras). 

En el peritaje psicológico se informa que Ragonese se encuentra atravesando un estado de crisis, con una importe carga conflictiva, presentando signos de ansiedad y angustia, asociados a situaciones que le despiertan temor y preocupación, estimado la incapacidad psíquica en el 10 % y recomienda la realización de un tratamiento psicológico individual de aproximadamente un año con una sesión por semana (fs. 198 vta. y explicaciones de fs. 272/3). 

En la hipótesis, entiendo que las apreciaciones de los expertos tienen fundamentos científicos suficientes como para tener en cuenta a la hora de decidir, no viéndose desvirtu adas por las observaciones planteadas por la aseguradora a fs. 252/3, contestadas por la psicóloga a fs. 272/3. Cuadra remarcar al respecto que la desinteligencia de los litigantes con las opiniones de los peritos, no resultan suficientes sino se arriman evidencias capaces para convencer al sentenciante que lo dicho por los especialistas es incorrecto, que sus conclusiones son erradas, o que los datos proporcionados son equívocos o mendaces.Por ende, la crítica que se reduce a la mera discrepancia con el método y valoraciones practicadas por el facultativo, no puede ser receptada. 

Partiendo de las pautas descriptas, la edad del actor (59 años al momento del accidente), demás circunstancias personales, y teniendo en cuenta el costo de la sesión por tratamiento psicológico que viene aplicando esta Sala (150 $, causa "Torres, Claudio c/ Aguirre, Ignacio s/ daños y perjuicios", de febrero de 2012, entre otras), considero razonable fijar la indemnización correspondiente a esta partida indemnizatoria en la suma de 7.200 $ (arts. 165, 384, 474 del C.P.C.C.; arts. 1068, 1083, 1086  y conc. del Código Civil). 

8. Intereses 

Finalmente, en virtud de lo resuelto reiteradamente por la Suprema Corte de la Provincia, y en virtud del acatamiento de la Alzada a las decisiones tomadas por dicho cuerpo, deberá aplicarse a las indemnizaciones fijadas la tasa pasiva que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos Aires desde el 2 de septiembre de 2006, fecha del accidente, hasta el efectivo pago (SCBA, causa C. 89.243, "Pérez Levalle, Héctor Mario contra Molino, Raúl Armando. Daños y perjuicios", 9/6/2010, entre otras). 

9. Costas 

Atento que propongo que se revoque la sentencia y se haga lugar parcialmente a la demanda, deberán adecuarse las costas de primera instancia, las que serán soportadas por la demandada; en cuanto el rechazo de la citación en garantía las costas deberán estar a cargo del actor, atento su respectiva condición de vencidos. Lo que así dejo propuesto (art. 68  y cc. del C.P.C.C.). 

Las costas ante esta Alzada deben ser impuestas a la demandada en su condición de vencida (art. 68 cit.), todo lo cual así se propone. 

Por todo lo expuesto voto por la NEGATIVA. 

Por los mismos fundamentos el Dr.Llobera vota también por la NEGATIVA. 

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente: 

SENTENCIA: 

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se revoca la sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda por daños y perjuicios promovida por Carlos Antonio Ragonese contra Carbe S.A., a quien se condena a pagar la suma de ciento tres mil doscientos pesos (103.200 $), con más la tasa pasiva que utiliza el Banco de la Provincia de Buenos Aires desde el 2/9/2006 hasta el efectivo pago. Se rechaza la extensión de la condena a la citada en garantía Allianz Argentina S.A. 

Atento la forma en que se decide, se dejan sin efecto los honorarios regulados (art. 51  de la ley 8.904), motivo por el cual no se tratan los recursos interpuestos por la perito y la apoderada de la aseguradora. 

Visto el resultado alcanzado, las costas de primera instancia se imponen a la demandada y por el rechazo de la citación en garantía se imponen a la actora. Las costas ante esta Alzada se imponen a la demandada en su condición de vencida (art. 68 del C.P.C.C.). Se difiere la pertinente regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 de la Ley 8.904). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase a la Instancia de origen.  

Carlos Enrique Ribera 

Juez 

Hugo O. H. Llobera 

Juez   

Miguel L. Alvarez 

Secretario
